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Resumen: La Ley federal de Protección al Consumidor (LFPC) 
de 1975, que creó a la Procuraduría Federal del Consumidor (PRO-
FECO), había considerado de manera incipiente la forma de repre-
sentar a los consumidores en forma colectiva ante las autoridades 
judiciales, lo cierto es que en treinta años de existencia, la PROFECO 
no había presentado acciones de grupo, lo empezó a hacer hasta 2007 
en diversos procedimientos judiciales para que los afectados pudie-
ran recuperar el dinero que habían perdido y fueran indemnizados 
conforme a la ley . Es por esta situación que la PROFECO ha visto 
con agrado la modificación al artículo 17 constitucional, pues a tra-
vés de las acciones colectivas se evitará la presentación de numerosas 
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demandas individuales, con la garantía de una mejor impartición de 
justicia.

Palabras clave: Cooperativas escolares, Consumidores, Acciones 
colectivas.

Abstract: The federal Law for Consumers Protection (Ley Fed-
eral de Proteccion al Consumidor, LFPC) created in 1975 the «Pro-
curaduria Federal del Consumidor (PROFECO)» with the main in-
tention to represent to the consumers in a collective way in front of 
the Justice authorities. However during its 30 years of creation the 
PROFECO did not represent any group activities until year 2007 in a 
diverse of judicial procedures where the victims could recover their 
lost money and were compensated according the Law. Is for this 
situation that PROFECO has seen in a gently way the modification 
of Article No. 17 from the Mexican Constitution where the collective 
action took place instead individual demands to warrant a better 
justice for all.
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I. INTRODUCCIÓN

México, a diferencia de la mayor parte de las naciones europeas 
y del continente americano, no contaba con el derecho a las accio-
nes colectivas. Este derecho brinda la oportunidad de que una sola 
demanda contra una empresa o institución pueda representar a un 
grupo indeterminado de personas con el fin de evitar actos que les 
pudieran dañar o bien para exigir la indemnización cuando el acto 
se ha convertido en un daño, permitiendo de esta manera a los indi-
viduos que no cuentan con recursos para iniciar un proceso judicial 
que sean respetados en juicio por un solo abogado y que la sentencia 
pueda ser aplicada para todos los afectados.

El ámbito de aplicación de las acciones colectivas comprende la 
posibilidad de ejercerlas cuando se cometa un fraude contra los con-
sumidores o usuarios, cuando se dañe al medio ambiente, se violen 
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los derechos humanos de un grupo de personas o bien cuando se les 
afecte en sus derechos de cualquier forma.

Las acciones colectivas garantizan que al ganarse la demanda 
interpuesta, el grupo sea compensado en sus derechos y al mismo 
tiempo que las empresas sean disuadidas de volver a cometer este 
tipo de abusos.

Si bien la Ley federal de Protección al Consumidor (LFPC), 
de 1975, que creó a la Procuraduría Federal del Consumidor (PRO-
FECO), había considerado de manera incipiente esta forma de repre-
sentar a los consumidores ante las autoridades judiciales, lo cierto es 
que en treinta años de existencia, la PROFECO no había presentado 
acciones de grupo, lo empezó a hacer hasta 2007 en diversos procedi-
mientos judiciales para que los afectados pudieran recuperar el dinero 
que habían perdido y fueran indemnizados conforme a la ley.

Es por esta situación que la PROFECO ha visto con agrado la 
modificación al artículo 17 constitucional, pues a través de las ac-
ciones colectivas se evitará la presentación de numerosas demandas 
individuales, con la garantía de una mejor impartición de justicia.

Las acciones colectivas constituyen por tanto un mecanismo de 
fundamental importancia para la defensa y protección de los intere-
ses y derechos de los miembros de una colectividad o grupo, asimis-
mo constituyen una herramienta fundamental de acceso a la justicia 
que consolida la defensa ante los tribunales para la defensa de sus 
derechos colectivos.

Con la reciente aprobación de las acciones colectivas en el siste-
ma jurídico mexicano se habrá de experimentar un cambio rotundo 
en la forma de impartir justicia, dando un alcance exponencial bené-
fico en los juicios de amparo que se interpongan, toda vez que estos 
negaron siempre un criterio igualitario a situaciones idénticas si no 
eran interpuestos directamente por cada uno de los afectados. De 
esta manera el amparo permitirá pronunciarse en beneficio de una 
colectividad o grupo.

II. COO PERATIVAS ESCOLARES

Una de las razones que llevaron al presidente Fox a realizar las 
reformas a la Ley General de Educación a través del Reglamento de 
Cooperativas Escolares (DO 28 de agosto de 2006), fue el desalentador 
panorama que presentaba la desnutrición infantil en nuestro país.
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En efecto, desde la década de los 80`s se fue generando una 
disminución en el consumo de frutas, verduras, cereales, carne y 
leche, en cambio se observó un aumento en el consumo de car-
bohidratos refinados, sal, bebidas azucaradas y grasas contenidas 
principalmente en productos industrializados, afectando con ello la 
salud de la población1.

Un ejemplo de ello fue el aumento de consumo de refresco, en-
contrándose así un vínculo directo para el aumento de la obesidad, 
descalcificación y un mal desarrollo hormonal en la población.

De ésta manera y con estudios tanto nacionales como interna-
cionales, se evidencio que el aumento de grasas saturadas, princi-
palmente de origen industrial, se relacionaba con el desarrollo de la 
obesidad en nuestro país, así como con otros tipos de enfermedades 
sobre todo en los niños2.

La encuesta nacional de salud y nutrición en México del año 2006, 
reveló que el 26% de los niños entre 11 y 15 años padecían sobrepeso 
y obesidad, lo que afectaba en ese momento a mas de 4 millones 200 
mil infantes, considerándose que uno de cada cuatro niños en dicho 
rango, padecía obesidad3.

En consecuencia y bajo la idea de modificar patrones conductua-
les de alimentación, fue por lo que se llevó a cabo la modificación al 
Reglamento de Cooperativas Escolares, intentando con ello orientar 
a la población principalmente infantil hacia mejores hábitos de ali-
mentación.

Dichas acciones debían estar en corresponsabilidad con la comu-
nidad, la industria alimentaria y padres de familia desde el ámbito 
de competencia de c/u, a efecto de favorecer la salud de los niños.

A partir de entonces, la Secretaria de Salud y la Secretaría de 
Educación Pública, trabajaron arduamente en la regulación de tien-
das y cooperativas escolares, intentando prohibir la publicidad de 
bebidas y alimentos, así como la venta de comida frita, además de 
exigir la reducción de los productos «chatarra»4.

Sin embargo y pese a los esfuerzos realizados, se reconoció que 
no era fácil eliminar una serie de alimentos, sobre todo en las coope-
rativas escolares, ante lo cual se presentó un proyecto para regular el 

1  Exposición de motivos. Reglamento de Cooperativas Escolares . D.O. 28.08.2006
2  Ídem.
3  http://www.el poderdelconsumidor.org/convocan-a-vigilar-chatarra-en-escuelas.html
4  http://www.alconsumidor.org/noticias.phtml?id=791
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expendio de alimentos en todas las escuelas del país, dado el proble-
ma de obesidad y sus costos.

Por su parte diversas organizaciones civiles para la defensa de 
los derechos de la infancia denunciaron que se anteponían intereses 
políticos y económicos al bienestar de los niños al modificar las lis-
tas que prohibían algunos alimentos considerados «chatarra», a fin 
de no ser excluidos de los más de 223 mil planteles de preescolar, 
primaria y secundaria.

Como puede observarse se trataba de una lista que sacaba a to-
dos los productos BIMBO, MARINELA, BARCEL, SABRITAS etc., 
así como a todos los refrescos y bebidas endulzantes con el objeto de 
reducir el consumo calorífico de un niño, que llegaba a sobrepasar 
las 900 calorías durante la jornada escolar5.

Cabe mencionar que en México el 90% de los abusos cometidos 
contra consumidores por parte de las pequeñas y grandes empresas 
que ofrecen productos y servicios, quedaban impunes, pues los afec-
tados carecían de herramientas legales, para que éstas fueran casti-
gadas y de esa manera se pudieran reparar los daños.

La procuraduría General de Consumidor (PROFECO), obsoleta 
para defender dichos intereses, simplemente se concretaba a llevar a 
cabo conciliaciones ante prácticas de compañías que acaparaban el 
mercado, fijando sus propias reglas6.

Detrás de los derechos de los consumidores ha estado siempre el 
poder económico de las empresas con prácticas monopólicas, por 
lo que se hacía necesaria una reforma a la ley para la defensa de los 
consumidores.

III. ACCIONES  COLECTIVAS EN MÉXICO

En efecto, en México no obstante que es una de las principales 
economías de América Latina, carecía de un reconocimiento de los 
intereses y derechos colectivos de sus ciudadanos y de su legitima-
ción activa para hacerlos valer.

Era necesario contar con acciones colectivas para poder acceder 
a la justicia a través de un procedimiento judicial que permitiese ha-
cer valer los derechos de las personas en forma conjunta y así poder 

5  http://www.milenio.com/node/495407·
6  http://www.eluniversal.com.mx/primera/34583.htm
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resolver, mediante una sola sentencia, casos de indemnización por 
daños y perjuicios, de corrección de conductas o bien prevención de 
actos que pudiesen poner en peligro la seguridad, la salud, la econo-
mía, futuro y otros derechos básicos de los individuos.

Las acciones colectivas podemos definirlas como: aquellas accio-
nes promovidas por un representante (legitimación colectiva), cuya 
finalidad es la de proteger el derecho que pertenece a un grupo de per-
sonas (objeto de litigio), y cuya sentencia pueda obligar al grupo como 
un todo (cosa juzgada).

Por tanto los elementos esenciales de una acción colectiva son:

a)  la existencia de un representante

b)  la protección de un derecho de grupo

c)  el efecto de la cosa juzgada»7.

Lo anterior con la finalidad de poder demandar ante los tribu-
nales federales la tutela de derechos colectivos o difusos en algunas 
materias como: protección al consumidor, al medio ambiente, a la 
competencia económica, a los derechos humanos entre otros más8.

Por su parte los derechos del consumidor podemos definirlos como:

«…conjunto de derechos que se confieren específicamente a los con-
sumidores en sus relaciones de conjunto con los proveedores de bienes 
y servicios, estos han sido reconocidos solo a partir de la segunda mitad 
del siglo XX»9.

Originalmente estos derechos se hacían derivar, de los contratos 
que los consumidores celebraban con los proveedores, en base tanto 
al Código de Comercio como al Código Civil, los cuales en términos 
generales, no otorgaban específicamente una protección a los consu-
midores sino que mas bien se basaban en el principio de la autono-
mía de la voluntad o en la libertad de estipulaciones.

7  GIDI ANTONIO, las Acciones Colectivas y la tutela de los derechos difusos, 
colectivos e individuales en Brasil: un modelo para países de derecho civil, ED. 
UAEM, México 2004, pag. 31.

8  http://www.alconsumidor.org/noticias.phtml?id=1030 Javier Corral Jurado. 
Llegaron las acciones colectivas. Consultado el 7 de abril de 2011. Nuestro país fue 
pionero en el reconocimiento de los derechos sociales, de segunda generación de los 
derechos humanos en la Constitución de 1917, pero se había quedado rezagado en 
el reconocimiento de los derechos «difusos» de tercera generación, que habla sobre 
las colectividades y grupos de personas como se reconocen ya en varios países de 
América Latina.

9  OVALLE FAVELA, JOSÉ, Derechos del Consumidor, Cámara de diputados 
LVIII Legislatura Universidad Nacional Autónoma de México, 2001, pags. 3-8.
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Posteriormente en 1962, el Presidente John F. Kennedy propuso 
el derecho a ser informado como un derecho fundamental a los con-
sumidores, esto derivado de la directiva que formuló al Consejo de 
consultas de los consumidores, y que en la actualidad puede decirse 
que ha sido la base en muchos países, entre ellos México, para lograr 
la defensa de los intereses de los consumidores.

Los debates que se han hecho sobre este tema, comprenden entre 
otros aspectos, el derecho a conocer el verdadero costo de los inte-
reses en las operaciones a crédito; el costo real por unidad de pro-
ductos de diversas marcas en competencia; los ingredientes funda-
mentales de un producto; las cualidades nutritivas de los productos 
alimenticios, las fechas de elaboración de los productos así como sus 
respectivas fechas de caducidad»10.

Así mismo por consumidor entendemos: «…la persona física o 
moral que adquiere, realiza o disfruta como destinatario final bienes 
productos o servicios. Se entiende también por consumidor a la per-
sona física o moral que adquiera, almacene, utilice o consuma bienes 
o servicios con objeto de integrarlos en proceso de producción, trans-
formación, comercialización o prestación de servicios a terceros…»11.

Al permitir a los ciudadanos de México y a sus organizaciones so-
ciales, así como a algunas entidades publicas presentar demandas ju-
diciales colectivas para la defensa de intereses y derechos colectivos 
difusos no reconocidos hasta entonces, se lograría un gran avance 
en la reivindicación del estado de derecho, dado que los procesos in-
dividuales eran inviables por sus altos costos, quedando en muchas 
ocasiones algunos abusos en la impunidad, ya que resultaba impo-
sible que un solo individuo pudiera asumir los costos y los riesgos.

Con la incorporación de este tipo de acciones al sistema procesal 
mexicano podría cumplirse con los compromisos internacionales 
que habían quedado pendientes en diversas materias, tanto de acce-
so a la justicia, como compensaciones efectivas a los consumidores 
etc., hasta hoy incumplidos.

Los casos que se podrían resolver con una sentencia o medida 
precautoria en un juicio colectivo serían entre otros:

—  �Prácticas abusivas y discriminatorias de la banca.

—  Prácticas abusivas de las aseguradoras.

10  Ídem.
11  OVALLE FAVELA, JOSÉ, Derechos de los Consumidores, Ed. OXFORD, 

México 2008, pág. 56.
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— � Muertes de menores por negligencia en guarderías públicas o 
privadas.

— �R oaming nacional y redondeo al minuto siguiente de la tele-
fonía celular.

— �V enta de productos peligrosos, contaminados, dañinos o tóxi-
cos.

— � Publicidad engañosa dirigida a niños.

— �C arencia de agua potable en escuelas primarias para el consu-
mo de refrescos.

— �T ala masiva de árboles urbanos para destacar anuncios co-
merciales espectaculares.

— �A islamiento de los pueblos indígenas o rurales del acceso a 
internet por falta de competencia en banda ancha.

— � Falta de facilidades para el acceso al transporte y espacios 
públicos y privados a los discapacitados.

— �V iolación a la privacidad y datos personales de los ciudadanos 
por empresas y gobiernos.

— �A busos a consumidores en suministros, servicios, y contratos 
de adhesión.

— �D años causados por instituciones de salud sin licencia, o con 
personal negligente.

— � Fraudes al público por empresas de autofinanciamiento y fi-
nanciamiento no bancario a la vivienda.

— �A busos de casas de empeño y otras formas de crédito comercial.

— �C ontaminación de aguas o tierras por desechos tóxicos.

— �I ndemnización a consumidores por los daños sufridos por 
prácticas monopólicas probadas; entre otras cosas más12.

Como puede observarse existía la necesidad de construir nuevas 
reglas para una mejor convivencia entre ciudadanos, es por ello 

12  http://www.Alconsumidor.org/noticias.phtml?id=987 Por qué la reforma al 
artículo 17 Constitucional? Es la reforma ciudadana mas importante del siglo XXI?: 
acceso a la justicia colectiva. Alconsumidor. A.C. Consulta del 27 de marzo 2011. El 
hecho de incorporar las acciones colectivas a nuestro sistema procesal permitirá a 
México evitar que se lleven a cabo todas estas situaciones arriba señaladas, cómo se 
han dado! así como también cumplir con algunos compromisos internacionales en 
materia de derechos humanos y de acceso a la justicia entre otros.
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que se realizo la modificación a nuestro ordenamiento legal, para la 
protección de las garantías de carácter social y sobre los efectos de 
las sentencias de amparo. La adhesión al artículo 17 constitucional 
protege los derechos colectivos y se transforma en principio de rela-
tividad de las sentencias, tratando de definir una nueva categoría de 
derechos, como el de los consumidores, ambientales, etc.

Cabe mencionar que los intereses comunes han sido llamados por 
la doctrina como «difusos», cuyo objeto es generar obligaciones del 
Estado para con la sociedad, pero en virtud de que no se contaba cons-
titucionalmente con la tutela de dichos derechos, existían únicamente 
dos vías: la jurisdiccional con la interposición de demandas aisladas y 
la administrativa a través de órganos de la administración pública13.

Otras concepciones se refieren los derechos difusos como colecti-
vos e individuales de incidencia colectiva y de intereses individuales 
homogéneos; en general todas estas acciones regulan las relaciones 
entre los particulares asumiendo la existencia de intereses afines en-
tre los individuos y procedimientos para su defensa común14.

De lo anterior se desprende que los derechos colectivos pueden 
considerarse como aquellos que pertenecen a los pueblos para ser 
protegidos de los ataques a sus intereses e identidad como grupo, y 
las acciones colectivas son aquellas que promueve un representante 
común (legitimación colectiva), para proteger los intereses del grupo 
de personas, sujetas a una sentencia que obliga o concede derechos 
como un todo.

IV. ANTECEDENTES  DE LAS ACCIONES COLECTIVAS

Dentro de este rubro podemos afirmar que Estados Unidos defi-
nitivamente es un gran referente de estos derechos conocidos como 
«class actions» que permiten litigios colectivos en todas las mate-
rias como accidentes, responsabilidad por productos, cuestiones de 

13  www.senado.gob.mx/ii/sen/content/publicaciones/revista5/3.pdf Raquel Noyola 
Zarco. Perspectivas de Acciones Colectivas. Pluralidad y Consenso No. 23. Revista del 
Instituto de de Investigaciones Legislativas del Senado de la República: Belisario 
Domínguez. Consulta del 23 de marzo de 2011. Se sabe que algunos grupos de 
presión: empresariales, políticos etc., estaban reacios a la reforma dado que, entre 
otras cosas, lo que se pretende con ella es proteger los derechos colectivos de los 
mexicanos frente a los monopolios económicos, lográndole así un mercado mucho 
más competitivo.

14  Ibídem.
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competencia económica, derechos de autor, propiedad industrial, 
derechos de acciones, entre otros.

Pertenecen a un determinado grupo de personas que se encuen-
tran en una situación similar para que puedan ejercitar estos dere-
chos como parte actora.

De tal suerte que la acción que se ejercita por el actor no busca 
como efecto único garantizar su interés personal tan solo, sino ade-
más el de los otros miembros del grupo que se encuentran en las 
mismas circunstancias.

Su origen se remonta a las Cortes de Equidad del Reino Unido, 
toda vez que esta acción era propia de todas aquellas personas que 
eran afectadas por un decreto cuando su número impedía citarlas 
simultáneamente.

Estas acciones de clase están reguladas fundamentalmente por 
las denominadas Reglas Federales de Procedimiento Civil, especial-
mente las reglas 23, 23.1 y 23.2.

En Europa el Parlamento Europeo emitió una resolución, el 13 
de marzo de 1987, sobre la compensación a consumidores y en ese 
mismo año emitió la resolución del Consejo sobre el acceso de los 
consumidores a la justicia, para el efecto de que cada uno de los 
miembros de la Comunidad Europea pudieran establecer la posibi-
lidad de acceso a los consumidores ante sus propias jurisdicciones, 
por medio de acciones colectivas y de grupo y para que pudieran ser 
ejercidas por las asociaciones u organizaciones de consumidores con 
personalidad jurídica, generando con ello la legitimación procesal 
activa15.

En España las primeras acciones colectivas de consumo surgie-
ron en 1998, con el fin de apoyar a las asociaciones de consumidores, 
favoreciendo su acceso a la justicia, desincentivando los cobros inde-
bidos de menor cuantía, unidad en las resoluciones y restituyendo al 
consumidor los derechos que le garantizan las normas de consumo.

Lo anterior tuvo como consecuencia la invalidez de los contra-
tos abusivos de servicios, devolución de cantidades ilegítimamente 
cobradas, multas e indemnizaciones con la finalidad de obligar a la 
entidad condenada a constituir un fondo de compensación.

15  http://www.Alconsumidor.org/noticias.phtml?id=987 Por qué la reforma al 
artículo 17 Constitucional? Es la reforma ciudadana más importante del siglo XXI?: 
acceso a la justicia colectiva. Alconsumidor A.C.
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En América Latina, Brasil ha sido uno de los países pioneros 
sobre el tema, ya que desde 1977 legisló sobre esta materia y en los 
años ochenta ya se había elevado a nivel Constitucional al igual que 
en Argentina y Uruguay.

En efecto el primero de marzo de 1991 entró en vigor el Código 
de Defensa del Consumidor en Brasil. Dicho dispositivo legal recoge 
las recomendaciones de la ONU, así como las directrices de la Comu-
nidad Económica Europea, siendo un rasgo principal la sistematiza-
ción de las normas nacionales sobre relaciones de consumo.

En el ámbito procedimental se hace la diferenciación de las ac-
ciones individuales de las colectivas, estas últimas tienen como ca-
racterística ser resarcitorias de los daños individualmente sufridos 
por los con consumidores o las víctimas de los productos o servicios, 
con lo cual se vislumbra una clara alusión a las «class actions for 
damages» del sistema de common law16.

Colombia a su vez ha legislado sobre esta materia así como Chile 
y Argentina, Perú y Salvador.

En su marco jurídico de 1999, Colombia integró una doctrina que 
distingue el interés colectivo que pertenece a un grupo organizado e 
interés difuso (acciones de grupo) lo cual pertenece a una comuni-
dad indeterminada (acciones populares).

De tal suerte que la Constitución Política de Colombia tutela los 
intereses colectivos relacionados con el patrimonio, el espacio, la 
seguridad pública, la moral administrativa, el ambiente y la libre 
competencia económica entre otros más.

V. RE FORMAS AL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL

En el mes de febrero de 2008, uno de los Senadores del grupo par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional (PRI), presentó la 
iniciativa de ley para adicionar el párrafo quinto del artículo 17 Cons-
titucional en materia de acciones colectivas, misma que después de 
su proceso de discusión fue aprobada por el Congreso de la Unión y 
publicada en el Diario Oficial de la Federación del 29 de julio de 2010.

16  www.senado.gob.mx/ii/sen/content/publicaciones/revista5/3.pdf Raquel Noyola Zarco. 
Perspectivas de Acciones Colectivas. Pluralidad y Consenso No. 23. Revista del 
Instituto de Investigaciones Legislativas del Senado de la República: Belisario 
Domínguez.



Martha Elba Izquierdo Muciño y Enrique Uribe Arzate

466� © UNED . Revista de Derecho uned, núm. 11, 2012

En la exposición de motivos se planteó la urgente necesidad de 
establecer acciones que permitiera organizar a los individuos para 
la defensa de sus derechos en forma grupal o colectiva, toda vez que 
ante el aumento de relaciones sociales y las interrelaciones entre los 
diversos sectores de la sociedad, hacían cada vez mas difícil este tipo 
de defensa17.

Las acciones colectivas se enfocaron a tres campos concreta-
mente: la protección al consumidor, a los usuarios de servicios fi-
nancieros y al medio ambiente, toda vez que en estas tres esferas se 
habían constituido mayormente los reclamos de la sociedad cuyas 
demandas no alcanzaban a ser procesadas de forma colectiva y tanto 
los Jueces o Tribunales habían dado siempre una respuesta indivi-
dual, de esta manera se canalizaron las miles de demandas contra 
diversos sectores de la administración publica tales como, la Procu-
raduría Federal del Consumidor (PROFECO), la Comisión Nacional 
para la Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros 
(CONDUSEF), y la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente 
(PROFEPA)18.

El artículo 17 de Constitucional quedó de la siguiente manera:

Artículo 17. N inguna persona podrá hacerse justicia por sí mis-
ma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 
tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y térmi-
nos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, 
completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en conse-
cuencia, prohibidas las costas judiciales.

El Congreso de la Unión expedirá las leyes que regulen las 
acciones colectivas. Tales leyes determinarán las materias de 
aplicación, los procedimientos judiciales y los mecanismos de 
reparación del daño. Los jueces federales conocerán de forma 
exclusiva sobre estos procedimientos y mecanismos.

17  www.alconsumidor.org Luis Alberto Amado Castro. Salud mental, discriminación y 
aseguradoras. Las acciones colectivas como catalizador de mejores prácticas. El 29 de de 
julio de 2010 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el «DECRETO» por el 
que se adicionaba un párrafo al artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos que tuvo por objeto la protección de los derechos que le asisten 
a una colectividad determinada o a grupo de personas que cuentan con elementos 
comunes y que permiten su litigio en forma colectiva.

18  CARBONEL MIGUEL (Coordinador) Constitución Política de Los Estados 
Unidos Mexicanos, comentada, Editorial Porrua y Universidad Nacional Autónoma 
de México. 2004 pág.150
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Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de con-
troversias. En la materia penal regularán su aplicación, asegurarán la 
reparación del daño y establecerán los casos en los que se requerirá 
supervisión judicial.

Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales deberán 
ser explicadas en audiencia pública previa citación de las partes.

Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios 
para que se garantice la independencia de los tribunales y la plena 
ejecución de sus resoluciones.

La Federación, los Estados y el Distrito Federal garantizarán la 
existencia de un servicio de defensoría pública de calidad para la 
población y asegurarán las condiciones para un servicio profesional 
de carrera para los defensores. Las percepciones de los defensores no 
podrán ser inferiores a las que correspondan a los agentes del Minis-
terio Público.

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente 
civil.

En la propia exposición de motivos de la reforma constitucional 
quedó establecido que los derechos colectivos comprenden a:

—  �Derechos difusos.

—  �Derechos colectivos en sentido estricto.

—  �Derechos individuales de incidencia colectiva.

Los dos primeros se consideran como derechos e intereses supra-
individuales de naturaleza indivisible, de los que son titulares una 
colectividad indeterminada (derechos difusos) o determinada (colec-
tivos en sentido estricto), cuyos miembros se encuentran vinculados 
por circunstancias especificas.

En cambio los derechos individuales de incidencia colectiva, son 
aquellos de carácter individual y divisible que por determinadas cir-
cunstancias permiten su protección y defensa en forma colectiva. Es-
tos últimos determinados por circunstancias tanto de hecho como de 
derecho (colectivos en sentido estricto, e individuales de incidencia 
colectiva) aquí es en donde se concentra concretamente la iniciativa 
de ley en mención, al establecer que los costos hacen que no sea eco-
nómicamente viable la defensa de dichos derechos.
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Aclarando que no significaba que no estuviesen siendo vulnera-
dos sus derechos, sino que se evidenciaba una violación al sistema 
jurídico por cuestiones de incosteabilidad en tiempo y en dinero19.

De tal suerte que lo que se buscaba era regular de manera orde-
nada las condiciones para agrupar a todas aquellas personas cuyos 
derechos hubiesen sido vulnerados y lograr una adecuada defensa 
para la protección de sus intereses.

Con la adición del párrafo tercero del artículo 17 Constitucional 
se otorga al Congreso de la Unión amplias facultades que habrán de 
regularse por los siguientes parámetros:

—  �Determinar las materias de aplicación.

—  �Establecer los procedimientos judiciales.

—  �Indicar los mecanismos de reparación del daño.

—  �Disponer que los jueces federales conocerán de forma exclusi-
va sobre estos procedimientos y mecanismos.

Amado Castro advirtió que las acciones colectivas sobre derechos 
difusos deben quedar debidamente reguladas lo antes posible, ya que 
de lo contrario podrían retrasar aún más la realización de proyectos 
importantes, por lo que se hace necesario establecer los límites de 
responsabilidad para que las soluciones sean realmente ágiles20.

Actualmente han sido presentadas varias iniciativas para dar 
cumplimiento al mandato constitucional que autoriza que el Con-
greso de la Unión debe realizar las adecuaciones legislativas que 
correspondan en un plazo máximo de un año a partir de la fecha de 
su expedición. (Artículo Primero Transitorio del Decreto del 29 de 
julio de 2010).

VI. �ACCIONES  COLECTIVAS EN FAVOR DE LOS CONSUMIDORES

En el caso de las acciones colectivas en México, a favor de los 
consumidores debemos mencionar que anteriormente la protección 
al consumidor quedaba conferida exclusivamente a la Procuraduría 
Federal del Consumidor (PROFECO) y si bien a partir de 1992 con-
forme al artículo 26 de la Ley Federal de Protección al Consumidor 
se autorizaba que se podrá ejercer ante los tribunales competentes 

19  www.alconsumidor.org Luis Alberto Amado Castro. Salud mental, discriminación y 
aseguradoras. Las acciones colectivas como catalizador de mejores prácticas.

20  Ibídem.
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acciones de grupo en representación de los consumidores, también 
lo es que nunca se estableció un procedimiento especial o ágil, para 
el efecto de que dichos tribunales estuviesen en posibilidad de re-
solver los casos presentados por PROFECO en forma colectiva, así 
como tampoco tuvieron los Jueces la facultad de oír y resolver los 
casos colectivos con un procedimiento especial.

De hecho fueron escasas las acciones colectivas que se llevaron 
a cabo y que lejos de poder encontrar una respuesta ágil y sencilla a 
sus demandas, PROFECO enfrentó serias resistencias de los Jueces, 
por carecer de competencia.

Por otra parte México es el segundo país latinoamericano con 
una Ley Federal de Protección al Consumidor y el primero en crear 
una Procuraduría, por tanto puede decirse que la experiencia mexi-
cana es importante, en especial para los demás países en Latinoamé-
rica que empiezan a trabajar en la protección de los derechos de los 
consumidores.

En efecto, a partir de 1976 contamos con la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor creándose en consecuencia un organismo 
especializado de procuración de justicia en la esfera del consumo.

Nacen así el Instituto Nacional del Consumidor y la Procuraduría 
Federal del Consumidor, esta última como organismo descentrali-
zado de servicio social, personalidad jurídica y patrimonio propio, 
con funciones de autoridad administrativa, encargada de promover 
y proteger los intereses del público consumidor21.

Dicha institución contaba ya en 1982 con 32 oficinas en las prin-
cipales ciudades del país.

Cabe mencionar que la Ley Federal de Protección al Consumidor 
ha sido objeto de diversas reformas:

—  �A partir del 7 de enero de 1982, el artículo 29 Bis permite a 
PROFECO regular los sistemas de comercialización, utiliza-
dos en el mercado nacional.

—  �Desde el 7 de febrero de 1985, la Ley regula la competencia, 
naturaleza jurídica y atribuciones de PROFECO; incluye nue-
vas definiciones, denominaciones e información de bienes 
y servicios, facultades que entonces tenía la Secretaría de 
Comercio y Fomento Industrial, al referirse a la información 

21  http:// revista del consumidor.gob.mx/?page_id=297 Revista del consumidor, en 
línea. Consulta de 17 de abril 2011
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comercial que ostentan productos o etiquetas, ventas al con-
sumidor, promociones, etc.

—  �El 4 de enero de 1989, algunos artículos de la Ley confieren 
a PROFECO la facultad de sancionar y recibir denuncias por 
violaciones a los precios.

—  �El 6 de febrero de 1991, el Reglamento de la propia Ley esta-
blece las bases de organización y funcionamiento de PROFE-
CO; en consecuencia, fortalece los mecanismos de defensa de 
los derechos e intereses de la población consumidora.

—  �El 7 de febrero de 1991 el acceso a los servicios es más fácil 
con la alineación y adscripción orgánica de las unidades ad-
ministrativas toda vez que existe una mejor organización y 
distribución del trabajo.

—  �El 24 de diciembre de 1992, se fusionan dos instituciones: 
INCO (Instituto Nacional del Consumidor) y PROFECO para 
integrar nuevas funciones como el trámite y conciliación de 
quejas y denuncias, la emisión de resoluciones administrati-
vas, registro de contratos de adhesión, protección técnico-ju-
rídica a los consumidores, verificación y vigilancia de Normas 
Oficiales Mexicanas, pesas y medidas exactas, supervisión de 
precios oficialmente autorizados, acciones de grupo, publici-
dad correctiva, organización y capacitación de los consumido-
res y la educación para el consumo.

—  �En 1994, la Ley Federal de Protección al Consumidor vuelve 
a ser objeto de ajuste al adicionársele diversas disposiciones. 
Se reforma la Procuraduría y se dispone que las delegaciones 
cuenten con facultades amplias y suficientes para hacer expe-
ditos los programas de trabajo desconcentrados22.

No obstante lo anterior se observa que desde la creación de la 
Ley Federal de Protección al Consumidor de 1976 (que creó a su 
vez a PROFECO) la forma de representar a consumidores ante las 
autoridades judiciales resultaba incipiente ya que, en treinta años de 
existencia, PROFECO no había presentado acciones de grupo, esto 
se hizo hasta el año 2007 en contra de Air Madrid y Líneas Aéreas 
Azteca y en 2008 la PROFECO presento una tercera acción de grupo 
en contra de una empresa inmobiliaria en la ciudad de Chihuahua, 
Chihuahua, y recientemente ha interpuesto acciones de grupo contra 
Aero California S.A. de C.V. y del Grupo AVIACSA.

22  Ibídem.
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De hecho podemos afirmar que a nivel internacional también exis-
ten normas jurídicas que defienden a los consumidores como es: la 
Carta Europea de Protección de los Consumidores, publicada en 1973, 
que reconoció el derecho de los consumidores a organizarse en aso-
ciaciones y a ser representados.

Posteriormente se creó el Programa Preliminar para la Comuni-
dad Económica Europea, además en la Organización de Naciones 
Unidas se establecieron las directrices para la Protección al Consu-
midor en abril de 198523.

Pues bien, bajo estas bases se ha ido integrando el marco norma-
tivo de los derechos en México, luego entonces podemos afirmar que 
en nuestro país los consumidores están protegidos por la Ley Federal 
de Protección al Consumidor, bajo los siguientes principios:

—  �Derecho a la protección de la salud y la seguridad.

—  �Derecho a la educación y formación en materia de consumo.

—  �Derecho a la información.

—  �Derecho a la etapa de prevención y reparación de daños.

—  �Derecho de representación, consulta y participación.

—  �Derecho a la protección de intereses económicos y sociales.

—  �Derecho a la protección ante cualquier situación que cause 
indefensión.

Como puede observarse en esta ley la PROFECO reconoce al 
consumidor siete derechos: a la información, a elegir, a no ser discri-
minado, a la protección, a la educación, a la seguridad y calidad, y a 
la compensación24.

El derecho a la protección de la salud y la seguridad significa 
que ningún producto o actividad o servicio puesto en el mercado ten-
drá riesgo para la salud o seguridad del consumidor o usuario y que 
en caso de que existen artículos que sin ser peligrosos pueden no ser 
recomendables para algunos usuarios, es obligatorio informar en el 
etiquetado de los riesgos, consecuencias y como evitarlos.

23  http/www El poder del consumidor.org/los _derechos_del_consumidor.html El 
poder del consumidor. Los derechos del consumidor. Consulta de 28 de marzo de 
2011. Sin embargo como podrá observarse, realmente fue Estados Unidos en época 
de la «gran depresión» cuando surgieron las primeras manifestaciones de los consu-
midores contra los especuladores y acaparadores de precios.

24  Ibídem.
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Derecho a la educación y formación en materia de consumo 
menciona que es necesario formar a la población para adquirir há-
bitos saludables a fin de que puedan acceder con mayor libertad a 
los bienes del mercado, utilizarlos de manera más racional y evitar 
riesgos.

Derecho a la información este resulta ser otro de los derechos 
básicos de los consumidores, que complementa los demás en virtud 
de que el derecho que tenemos todos los consumidores a salir y co-
nocer suficientemente las características reales de los productos y 
servicios que nos ofrecen, además que el conocimiento debe ser en 
forma directa e inmediata.

La ley determina que los fabricantes están obligados a indicar el 
nombre genérico, marca comercial, naturaleza del producto, com-
posición, categoría, cantidad, precio de venta al público, fecha de 
caducidad e instrucciones de uso o consumo.

Derecho a la prevención y reparación de daños significa que 
en el caso de haber sido victima de un engaño, fraude o similar, tie-
ne derecho a recibir una compensación por ello. Así como todos los 
consumidores tienen derecho a recibir una indemnización por los 
daños y perjuicios ocasionados. Con excepción de aquellos casos en 
que el daño sea ocasionado por negligencia, descuido o mala utiliza-
ción por parte del usuario.

Derecho a la representación, consulta y participación parte 
de la idea de que es casi imposible que cada consumidor pueda dar 
su opinión de manera individual ante cualquier conflicto que afecte 
al colectivo, por eso este derecho se ejerce de manera indirecta a tra-
vés de las asociaciones de consumidores, toda vez que contribuyen a 
fortalecer los derechos de los ciudadanos.

Derecho a la protección de intereses económicos y sociales 
este quizás sea el derecho más conocido y más importante para 
el consumidor toda vez que es un derecho que le permite exigir la 
reparación de los daños que haya sufrido como consecuencia de la 
adquisición de bienes o prestación de servicios, pero garantizando 
que la publicidad, promociones y sorteos y ofertas no engañen al 
consumidor.

Derecho a la protección ante cualquier situación que cause 
indefensión al consumidor significa que en virtud de que en mu-
chas ocasiones el consumidor es la parte mas débil de la relación ju-
rídica que se establece entre él y el comprador, la ley establece unas 
acciones que deberán adoptar los poderes públicos que habrán de 
permitir a los consumidores estar en condiciones de mayor igualdad 
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como pueden ser: campañas de orientación al consumo, campañas 
de control de calidad, etc.25.

Estos derechos garantizan que ningún vendedor podrá imponer 
renuncia alguna por parte de los ciudadanos a los derechos de la sa-
lud, seguridad, información, reparación de daño etc.

Con la reciente aprobación de las acciones colectivas en el siste-
ma jurídico mexicano habrá de experimentarse un cambio trascen-
dente en la forma de la resolución de conflictos, logrando así un al-
cance excepcional y benéfico dentro del juicio de amparo a favor de 
los consumidores. Sin embargo es necesario aclarar todavía algunas 
inquietudes como son:

—  �Los temas a la acción y defensa colectiva: Para mucha gente 
resulta inadmisible que las acciones colectivas sólo se reduz-
can a los consumidores, servicios financieros y medio ambien-
te, toda vez que quedan fuera muchos otros aspectos como 
son los derechos humanos, asuntos laborales, derechos de los 
ciudadanos, entre otros más, por lo tanto se considera que 
esta ley es discriminatoria.

	� Por otra parte el haber dispuesto que las acciones colectivas 
habrán de ser en materia exclusivamente federal impide que 
cualquier entidad federativa, puedan legislar en dichos ru-
bros.

—  �Legitimidad de las acciones colectivas: El hecho de que para 
emprender acciones colectivas se deba constreñir a institucio-
nes como la PROFECO, CONDUSEF y la PROCURADURÍA 
DEL MEDIO AMBIENTE es negar el derecho a otros grupos 
sociales para poder ejercer esta acción.

—  �La reparación de daño: Lo más importante de la acción colec-
tiva es el pago de la indemnización y la reparación del daño, 
que es la esencia en si de este tipo de acciones precisamente 
de disuadir el comportamiento abusivo y el daño que provo-
can las empresas y las instituciones gubernamentales.

	�T oda vez que la sanción no debe reducirse exclusivamente al 
pago de la indemnización y permitir que continúe la conducta 
arbitraria dañando el desarrollo sustentable y la propia econo-
mía de la población.

—  �Requisitos en la presentación de la demanda colectiva: El 
hecho de que exista en la ley reglamentaría una serie de requi-

25  http://www.eurosur.org/CONSUVEC/contenidos/informac/Derechos/N_Derechos.
htm Cuáles son los derechos del consumidor y usuarios? Consulta de 28 de marzo de 2011.
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sitos en términos del tiempo, de membresía, de representati-
vidad, etc. pueden hacer sumamente difícil que los diferentes 
grupos que requieren estas acciones se vean impedidos para 
poder ejercerlos.

— �D e los sujetos legitimados: Otro punto por aclarar en la ley 
secundaria es definir quienes serán los sujetos para ejercer 
la demanda, efectos y alcances de la sentencia, concepto de 
«daño» para cuantificación del monto a pagar, la opción de 
permanecer o salir del grupo demandante sin perder el derecho 
al reclamo, etc.26.

No obstante lo anterior, podemos afirmar que las acciones colec-
tivas serán un gran avance en la reforma del Estado pues el hecho de 
incorporarlos a nuestro sistema procesal permitirá a México cumplir 
con los compromisos internacionales aun no cumplidos, así como 
sus compromisos para legislar en materia de compensaciones efecti-
vas a las comunidades, asumidas por nuestro país como miembro de 
la OCDE, tarea que queda aun pendiente

En definitiva el hecho de permitir a los ciudadanos de México 
presentar demandas judiciales colectivas para la defensa de sus 
intereses y derechos colectivos y difusos, será un catalizador en la 
reivindicación del estado de Derecho.
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